PAGE  
7

THE ECONOMIST
27 de abril de 2001
La maldición de las autodefensas
Michael Reid
Informe Especial de The Economist, Londres
Para tener una idea de la complejidad asesina de los conflictos de Colombia hay que visitar Barrancabermeja, una ciudad de 283.000 habitantes a orillas del amplio río Magdalena. Desde hace tiempo es la capital petrolera de Colombia, en cuyo cielo resplandecen las chimeneas de una gran refinería de Ecopetrol, la petrolera estatal. En parte para proteger la refinería, dos batallones del Ejército tienen su base en la ciudad; un escuadrón de fuerzas especiales de 70 hombres fue enviado allí en enero.

Con todo y eso, en los primeros tres meses del año unas 200 personas fueron asesinadas en Barrancabermeja. La mayoría cayó a manos de los paramilitares, quienes están asediando los suburbios de clase trabajadora al oriente de la línea del ferrocarril que divide la ciudad en dos. Durante la mayor parte de las últimas tres décadas, estos suburbios han estado controlados por el ELN (que en el pasado tuvo influencia sobre el sindicato de los trabajadores petroleros) o por las FARC.

Durante el día, el Ejército tiene retenes en los suburbios y la Policía patrulla el área. Pero lo que fue una estación de Policía allí, es ahora un cascarón, luego de ser bombardeada por el ELN hace años. En la noche comienzan los asesinatos. Las víctimas son simpatizantes de la guerrilla, dicen los paramilitares. Sus críticos no están de acuerdo. En enero, los paramilitares declararon que la Organización Femenina Popular, un grupo de origen popular, era "objetivo militar". En un suburbio, les dieron dos horas a seis miembros de este grupo para abandonar sus casas o corrían peligro de muerte.

Lo que está en juego en esta batalla no es solamente el control político de la ciudad: también el dinero. La refinería produce el 80% del petróleo colombiano. Alrededor de un 3% de éste es robado de los ductos de distribución y vendido, lo que le cuesta a Ecopetrol US$$30 millones al año, dice Alberto Calderón, el presidente de la firma. Por años, las guerrillas hacían ese robo; ahora lo hacen los paramilitares.

Estos paramilitares son el grupo armado de mayor crecimiento en Colombia. Tienen algo más de 8.000 hombres en sus tropas, de 4.500 que tenían en 1998 (y en 1993 apenas 1.200), de acuerdo con el Ministerio de Defensa. La mayoría están organizados en las AUC, lideradas por Carlos Castaño, el hijo de un lechero secuestrado y asesinado por las FARC. Ellas son responsables de muchas de las peores atrocidades contra los civiles.

Las autodefensas rurales existieron en Colombia durante la violencia, pero los orígenes de las AUC se encuentran a finales de los ochenta, cuando los barones de la droga compraron un millón de hectáreas de tierra en áreas rurales, de acuerdo con un estimativo de Semana, una revista. Esto es más de lo que la agencia gubernamental de reforma agraria ha podido distribuir entre campesinos sin tierra en 25 años, lo que ha llevado a hablar de una "contra-reforma" agraria.

Las adquisiciones de los narcotraficantes fueron principalmente fincas ganaderas en el valle del Magdalena medio, en los llanos del Meta, y sobre todo en Córdoba, Antioquia y Sucre, al noroccidente. Estas áreas estaban infestadas de guerrillas, quienes rutinariamente exigían dinero a cambio de protección. Los narcotraficantes contrarrestaron estas demandas organizando milicias, que evolucionaron hacia las AUC.

Las AUC mantienen nexos cercanos con el narcotráfico, pero también gozan del apoyo y el soporte financiero de muchos ganaderos que no tienen nada que ver con las drogas, o de algunos políticos y oficiales militares. En Córdoba, en particular, las AUC controlan el gobierno local. Las encuestas muestran que del 10% al 15% de la población aprueba a Castaño y a las AUC (la cifra equivalente para las guerrillas está en alrededor del 3%, aunque ésta probablemente esté subestimada). Algunos colombianos ven a los paramilitares como la única manera de derrotar a las guerrillas y restaurar el orden. "Las AUC existen porque las Fuerzas Armadas no han cumplido con su obligación institucional de garantizar la vida, honra y bienes" de los colombianos, le dijo recientemente Castaño al The Washington Post.

Los paramilitares no están mal de fondos. Pagan a sus pistoleros buenos salarios comparativamente, de unos US$300-400 al mes, y los arman con ametralladoras mini-Uzi. Castaño dijo en la misma entrevista que sus fuerzas tienen más de 800 ex guerrilleros en sus filas, más de 1.000 ex soldados y al menos 135 ex oficiales.

Las AUC utilizan el terror para ganarles territorio a las guerrillas. En los primeros 10 meses del año pasado, los paramilitares perpetraron 75 "masacres" (definidas como incidentes en los cuales son asesinadas más de cuatro personas), en las cuales murieron 507 civiles. En algunos casos, estas masacres involucraron horrendos actos de tortura. Los paramilitares también han perseguido a defensores de derechos humanos, líderes sindicales, académicos y periodistas. Varios de los científicos sociales y periodistas más importantes de Colombia han sido forzados al exilio (aunque en algunos casos han sido las guerrillas, más que los paramilitares, quienes han estado detrás).

Ensangrentando al Estado
Lea cualquier reporte de derechos humanos sobre Colombia y encontrará muchos testimonios que muestran que a lo largo del país los paramilitares operan sin ser molestados cerca de muchas de las bases de las fuerzas de seguridad.

El Gobierno dice que está tomando acciones en contra de ambos, los paramilitares y sus amigos militares. Las fuerzas de seguridad reclaman haber matado 76 paramilitares entre enero y octubre del año pasado, más del doble del número para el mismo periodo del año anterior, y han capturado 248. Pastrana ha ordenado el despido de numerosos oficiales que se cree han tenido vínculos con las AUC. Pero de un grupo despedido el año pasado, 23 rápidamente se unieron a Castaño. En febrero, un general del Ejército retirado fue sentenciado por una corte marcial a 40 meses de cárcel por no haber impedido una masacre paramilitar en 1997. Pero el caso envió un mensaje confuso: al coronel que dio la alerta se le impuso una sentencia similar.

Luis Fernando Ramírez, el ministro de Defensa, dice que "en un lapso de tres o cuatro años, (los paramilitares) van a ser nuestro más grande dolor de cabeza". Pero esto puede suceder mucho más pronto, por dos razones. La primera es que Castaño aparentemente está buscando una influencia política que equipare su creciente fuerza militar. Muchos políticos, incluyendo a Pastrana, trazan una distinción entre los guerrilleros, a quienes ellos asignan algún grado de motivación política (y en la práctica, legitimidad), y Castaño, a quien ellos ven como un bandido. Pero Castaño quiere un lugar en la mesa de la paz.

Con ese aparente fin, en los últimos dos años las AUC han estado bloqueando una segunda fase de los diálogos de paz, entre el Gobierno y el ELN. Con base en un plan acordado con el Gobierno, el ELN convocaría durante nueve meses a una "convención de paz" en una "zona desmilitarizada" de 4.000 kilómetros cuadrados en el sur de Bolívar, justo cruzando el río Magdalena al frente de Barrancabermeja. Pero esta área está cubierta de obstáculos. "Todos los problemas del país están ahí en un microcosmos: los paramilitares, las FARC, el ELN, las drogas y el crimen", dice Pastrana.

Las AUC controlan los pueblos y la industria de la coca en esta zona. Dos veces han ordenado a la población local (la cual no tiene gran entusiasmo por el ELN) bloquear las carreteras en protesta por la zona de paz planeada. Esto fue un reto abierto al Gobierno. En febrero, éste respondió enviando 3.000 tropas al área y fumigando 5.000 hectáreas de coca (incluyendo aquellas del señor Galvis). Un acuerdo para establecer la zona parece al fin inminente.

Esperanzas de paz
Irónicamente, el ELN parece mucho más ansioso por alcanzar pronto la paz que las FARC. Aunque todavía tiene cerca de 3.500 combatientes (y quizás el mismo número de milicias urbanas), éste ha sido duramente debilitado por los ataques de los paramilitares contra sus bases civiles. El ELN ha aceptado condiciones mucho más estrictas que aquellas aplicadas a las FARC. Si sus esperanzas de paz son frustradas, no habrá duda que redoblará una campaña terrorista que en los últimos dos años ha incluido varios secuestros masivos, así como actos constantes de sabotaje contra la red eléctrica y los oleoductos.

La segunda y más importante razón por la cual Castaño se está convirtiendo en un aún más grande dolor de cabeza para el Gobierno es que, minando la legitimidad del Estado y debilitando el cumplimiento de la ley, él está poniendo en riesgo tanto el proceso de paz como la continuidad de la ayuda extranjera para Colombia.

En las más altas esferas, los comandantes de las Fuerzas Armadas saben que sus instituciones deben demostrar que han roto todos los vínculos con los paramilitares, o poner en riesgo que el Congreso de Estados Unidos corte la ayuda militar. Pero, más abajo en la línea de mando, las actitudes son más difíciles de cambiar. Los paramilitares nunca atacan a las fuerzas de seguridad, con quienes ellos comparten un enemigo común. "Necesitamos una ruptura histórica entre las Fuerzas Armadas y los paramilitares, y esto no ha pasado a todos los niveles", dice Alfonso Gómez Méndez, el fiscal general.
